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Procede la Sala a decidir la acción de tutela instaurada de forma directa por el señor MAURICIO PÉREZ SÁNCHEZ, en contra el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, al considerar que tal despacho le está vulnerando los derechos del recluso y los garantías fundamentales a la libertad y a la igualdad.
1.- SOLICITUD 

Lo sustancial de la información que se aporta en el escrito pertinente, se puede concretar en:

1.1.- El señor PÉREZ SÁNCHEZ, se encuentra detenido en el centro de reclusión de este Distrito Judicial, descontando la pena  que le impusiera el Juzgado Primero  Penal del Circuito de Pereira, consistente en 31 meses y 10 días de prisión. Su privación de la libertad data del dos (2) de noviembre de dos mil cuatro (2004). 
1.2.- Solicita del juez constitucional la concesión del beneficio de rebaja de pena del 10 % -sic- consagrado en el artículo 70 de la Ley 975 de 2005 y en el artículo 27 del decreto reglamentario 4670 de diciembre de 2005, la cual debe ser concedida de conformidad con los parámetros señalados en el inciso final del artículo 472 de la Ley 906 de 2004.
1.3.- Señala que cumple con los requisitos exigidos en la norma referida, y que se compromete a no volver a delinquir y respetar las leyes y la Constitución, reconocer públicamente que le causó daños a las personas, declarar públicamente su arrepentimiento y pedir perdón por sus faltas. Además, asegura que ha tenido buen comportamiento en el centro carcelario y en contra suya no le figuran otros “autos de detención”.
1.4.- Afirma que se vio obligado a “entutelar” al señor Juez Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, porque tal funcionario esta dilatando la concesión del beneficio, razón por la cual pretende reclamar lo que el Estado y las leyes vigentes han previsto para quienes se encuentran privados de la libertad.
1.5 Señala como vulnerados -aunque sin explicar de qué manera- los derechos a la libertad y a la igualdad. Concluye manifestando que le ha enviado varias solicitudes al Juzgado accionado, sin recibir respuesta alguna. 
3.- CONTESTACIÓN

El titular del despacho guardó silencio.

4.- PRUEBAS

Se practicó inspección judicial al expediente que se lleva en el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, despacho que vigila la ejecución de la pena impuesta.

5.- SE CONSIDERA
La acción de tutela se erige, hoy por hoy, tras quince años de desarrollo jurisprudencial, en el instrumento válido para que los ciudadanos acudan ante cualquier Juez en procura de hacer respetar los derechos fundamentales cuando resulten afectados o vulnerados, siempre y cuando no haya otro medio de defensa judicial al que se pueda recurrir, o de existir éste, se trate de evitar un perjuicio irremediable caso en el cual la tutela procede de manera transitoria.

El asunto que ha sido puesto a consideración de la Sala, en su rol de Juez constitucional, busca de esta colegiatura un pronunciamiento sobre la petición de rebaja de pena que de manera directa hace el actor. Frente a ello, es imperativo manifestar que las facultades concedidas al Juez en sede de tutela, están directamente relacionadas con la verificación de presuntas vulneraciones de las prerrogativas constitucionales que se puedan presentar, por el accionar de las autoridades públicas e incluso, en ciertos casos, por los particulares.

Empero, no puede de manera alguna el Juez constitucional, sustituir al juez natural en la decisión que le corresponde como autoridad competente. En este caso concreto, el funcionario competente para decidir la petición elevada, no es otro que el mismo despacho accionado, es decir el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira. De proceder en la dirección solicitada por el accionante y proveer la Sala la respuesta judicial que se pide, equivaldría a invadir órbitas de competencia a las cuales no puede acceder y contribuir a sembrar desorden e incertidumbre en la administración de justicia, dado que en una hipótesis semejante, los asuntos deben ser ventilados en primer término ante los Juzgados asignados por ley para el conocimiento de cada asunto.
Si bien es cierto, el actor menciona que ha enviado varias peticiones al señor Juez Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, las cuales no han sido atendidas, no precisa exactamente de qué solicitudes se trata ni cuando las envió. Por demás, de la inspección judicial practicada al expediente que se lleva en el despacho accionado, se desprende que todos y cada uno de los memoriales presentados por el señor PÉREZ SÁNCHEZ han producido las correspondientes decisiones judiciales, al punto que incluso, contra una de ellas, se interpuso recurso de apelación que infortunadamente debió ser declarado desierto en esta Sala por falta de sustentación. En ese orden de ideas, cualquier pretensión que tenga el accionante en relación con la pena que descuenta, debe ser remitida directamente al Juzgado que vigila el cumplimiento de la misma, sin pretender pretermitir esa instancia de rigor ineludible.
En consecuencia, por estar la solicitud elevada, por fuera del ámbito de competencia del Juez en sede de tutela y como además, no se observa en el trámite adelantado vulneración de derecho fundamental alguno, deberá declararse la improcedencia del amparo constitucional deprecado.

De todas maneras y para conocimiento del mismo interesado, debe advertir la Sala que con motivo de la declaratoria de inexequibilidad de los artículos 70 y 71 de la Ley 975 de 2005 que ha hecho la Corte Constitucional mediante la sentencia C-370 del dieciocho (18) de mayo de dos mil seis (2006), al encontrar vicios de procedimiento en los trámites de estas disposiciones, la rebaja punitiva consagrada en la primera de las disposiciones mencionadas -precisamente a la que aspira el actor- ya no es posible que sea concedida, porque la norma que la consagraba fue retirada de la legislación Colombiana desde la fecha en que tal decisión jurisprudencial fue expedida.
5.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

Primero: Se declara IMPROCEDENTE la tutela incoada por el señor MAURICIO PÉREZ SÁNCHEZ.
Segundo: Si esta decisión no es impugnada, por secretaría remítase el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión. 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
         ALBERTO POVEDA PERDOMO
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